TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES
RADICACIÓN: 6608860000006220140017001
PROCESADO: YEOV 
DECLARA PRESCRIPCIÒN ACCIÓN PENAL
A. N° 082

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES / PRESCRIPCIÓN / CONSOLIDADA ANTES DE DICTARSE EL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA / IMPIDE PROFERIR TAL DECISIÓN / PÉRDIDA DEL PODER PUNITIVO DEL ESTADO / SE DECLARA PRECLUSIÓN.
… por parte de la Fiscalía General de la Nación se le formularon cargos al señor YEOV en calidad de autor en la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes…, ilícito que se encuentra tipificado en el inciso 2º del art. 376 CP, disposición que fija una pena que oscila entre 64 a 108 meses de prisión.

Como se sabe, el judicializado fue amparado con un fallo absolutorio por parte del juez de primer grado, no obstante que mucho antes de proferirse sentencia ya había operado a su favor el fenómeno prescriptivo de la acción penal, como pasa a verse: 

De conformidad con lo reglado en el canon 83 CP, el término de prescripción era equivalente a 108 meses de prisión, el cual acorde con el artículo 292 CPP se interrumpió con la formulación de imputación que se efectuó en junio 02 de 2014; y, en consecuencia, al día siguiente comenzó a correr la prescripción por un término igual a la mitad del máximo de la sanción establecida para el punible en cuestión, es decir, 54 meses, tiempo que se cumplió en diciembre 03 de 2018 cuando se encontraba el proceso en el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.) sin concluirse la audiencia del juicio oral…
Siendo así, como en efecto lo es, y abatido por el tiempo el ius puniendi del que es titular el Estado, no debió el titular del despacho de conocimiento haber proferido una sentencia de mérito ni a favor ni en contra del citado procesado, como quiera que para ese instante ya había perdido competencia para un pronunciamiento de fondo en virtud al transcurso del tiempo, y la única alternativa que tenía era la de declarar la prescripción…
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, trece (13) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 1031
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Noviembre 15 de 2019.  8:07 a.m.

	Acusado: 
	YEOV

	Cédula de ciudadanía:
	1´118.236.161 expedida en Ulloa (V.)

	Delito:
	Tráfico de estupefacientes

	Víctima:
	La salubridad pública.

	Procedencia:
	Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.)

	Asunto:
	Decreta la extinción de la acción penal por prescripción.


1.- VISTOS

Sería del caso entrar a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía contra la sentencia absolutoria dictada a favor del ciudadano YEOV, por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), si no fuera porque se advierte que la acción penal se encuentra prescrita.

2.- ANTECEDENTES
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
2.1.- En junio 01 de 2014, siendo las 10:30 horas, durante el desarrollo de labores de patrullaje por miembros de la Policía Nacional de Mistrató (Rda.), observaron en vía pública, concretamente a la altura del parque principal, a una persona que portaba un maletín color azul quien posteriormente identificado como YEOV, el cual se tornó nervioso al ver a los policiales y al solicitarle una requisa se le encontró en el interior de dicho maletín una envoltura de papel que contenía sustancia vegetal con características similares a la marihuana, a consecuencia de lo cual se procedió a su aprehensión. Efectuada la diligencia de PIPH, la sustancia arrojó positivo para cannabis sativa con un peso neto de 364.1 gramos.

2.2.- Realizadas las audiencias preliminares en junio 02 de 2014 ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira, se declaró la legalidad de la aprehensión y se le endilgaron cargos al señor YEOV por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes en la modalidad de “llevar consigo” -art. 376 inc. 2º C.P.-, los cuales NO ACEPTÓ. La Fiscalía retiró la solicitud de medida de aseguramiento y por consiguiente se concedió la libertad inmediata.

2.3.- Ante la no aceptación de cargos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (julio 30 de 2014), el cual se le asignó al Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), despacho ante el cual se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (octubre 31 de 2014) -en el acta figura por error 2013-, en la que la Fiscalía no hizo precisión concreta de los cargos endilgados al procesado en tanto solo se hizo alusión de manera extensa al art. 376 CPP, sin precisar el inciso pertinente, preparatoria (marzo 11 de 2015), y luego de múltiples aplazamientos (octubre 16, diciembre 01 y 09 de 2015, marzo 01, mayo 06,  julio 27, octubre 31, diciembre 14 de 2016, enero 13, julio 05, agosto 04, octubre 27 de 2017, febrero 09,  mayo 23, agosto 29, octubre 08 de 2018, enero 16 de 2019) se realizó el juicio oral (junio 17 de 2015 y abril 12 de 2019), al final del cual se emitió sentido de fallo de carácter absolutorio, con el subsiguiente proferimiento del fallo en octubre 09 de 2019.

2.4.- Contra tal determinación la señora fiscal manifestó su inconformidad y procedió a sustentar por escrito el recurso de apelación, por medio del cual solicitó la revocatoria del fallo para que se emitiera uno de condena, al estimar que el ente acusador logró demostrar más allá de toda duda, no solo la materialidad de la conducta, sino la responsabilidad del procesado. 

3.- Para resolver, se considera

Debemos partir por señalar, que de conformidad con lo arrimado a la actuación se desprende que por parte de la Fiscalía General de la Nación se le formularon cargos al señor YEOV en calidad de autor en la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, en la modalidad de “llevar consigo” marihuana en una cantidad de 364.1 gramos, ilícito que se encuentra tipificado en el inciso 2º del art. 376 CP, disposición que fija una pena que oscila entre 64 a 108 meses de prisión.
Como se sabe, el judicializado fue amparado con un fallo absolutorio por parte del juez de primer grado, no obstante que mucho antes de proferirse sentencia ya había operado a su favor el fenómeno prescriptivo de la acción penal, como pasa a verse: 

De conformidad con lo reglado en el canon 83 CP, el término de prescripción era equivalente a 108 meses de prisión, el cual acorde con el artículo 292 CPP se interrumpió con la formulación de imputación que se efectuó en junio 02 de 2014; y, en consecuencia, al día siguiente comenzó a correr la prescripción por un término igual a la mitad del máximo de la sanción establecida para el punible en cuestión, es decir, 54 meses, tiempo que se cumplió en diciembre 03 de 2018 cuando se encontraba el proceso en el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.) sin concluirse la audiencia del juicio oral, valga decir, con muchísima antelación al momento en que se anunció el sentido del fallo -abril 12 de 2019- y se emitió la sentencia -octubre 9 de 2019-.

Siendo así, como en efecto lo es, y abatido por el tiempo el ius puniendi del que es titular el Estado, no debió el titular del despacho de conocimiento haber proferido una sentencia de mérito ni a favor ni en contra del citado procesado, como quiera que para ese instante ya había perdido competencia para un pronunciamiento de fondo en virtud al transcurso del tiempo, y la única alternativa que tenía era la de declarar la prescripción, fenómeno que impedía el ejercicio de la acción penal en cualquiera de las fases o sedes del proceso penal.

Lo que se acaba de expresar tiene sustento en varios precedentes del órgano de cierre de la jurisdicción penal, que son del siguiente tenor: 
- CSJ SP, 21 ago. 2013, rad. 40587: “[…] Cuando la prescripción opera después de la sentencia de segunda instancia, se debe decretar directamente y cesar procedimiento con independencia del contenido de la demanda (se prescinde del juicio de admisibilidad), por haberse dictado el fallo en forma válida, en cuanto se hallaba vigente la facultad sancionadora del Estado […] Cosa diferente ocurre cuando la prescripción opera antes de la sentencia de segunda instancia, evento en el cual la potestad sancionadora del Estado había decaído y, en consecuencia, el fallo carece de la condición de validez que se predica del primer evento […]”. 
- CSJ SP, 11 mar. 2015, rad. 42895 se indicó: “[…] Por manera que, ante el fenecimiento del término para ejercer la potestad punitiva, el fallador de primer grado no podía imponer condena por esas conductas punibles, y el Tribunal no advirtió el desafuero al momento de conocer el asunto por vía del recurso de apelación. Consecuente con lo anterior, procederá la Sala a declarar la extinción de la acción penal, disponer la preclusión de la actuación respecto de los delitos de lesiones personales culposas y realizar el ajuste punitivo correspondiente, acorde con los lineamientos fijados en las instancias […]”. 
- CSJ SP, 13 oct. 1994, rad. 8690, reiterado en CSJ SP, 11 mar. 2015, rad. 45338: “[…] adelantar el juzgamiento de un ciudadano luego de que el Estado ha perdido por extinción de la acción la potestad sancionatoria frente a un conducta típica, constituye transgresión de las garantías constitucionales sobre legalidad del juicio, con violación del debido proceso y del derecho de defensa, pues ocurrido ese fenómeno por el transcurso ininterrumpido del término señalado por la ley para su configuración, el funcionario está en la obligación de declarar la prescripción, de la cual deriva para la persona imputada el reconocimiento de su presunción de inocencia”. 
- CSJ SP, 28 oct. 2015, rad. 42628: “[…] En el presente asunto, la Sala ha podido determinar que la prescripción de la acción penal por delito de lesiones personales culposas por el que fue condenado el procesado, se configuró con anterioridad a que se profiriera la sentencia de segunda instancia, lo que implica que tal decisión se produjo cuando el Estado ya había perdido su potestad sancionatoria, por extinción de la acción penal, momento para el cual se hallaba en la obligación de declarar el fenómeno prescriptivo, pues en caso contrario se incurriría en la violación de los derechos anteriormente relacionados, como ciertamente ocurrió. De manera, que ante el decaimiento de la facultad sancionadora del Estado, conforme con lo normado por los artículos 83 y 86 de la Ley 599 de 2000 y 292 de la Ley 906 de 2004, el juzgador de segundo nivel debió declarar la prescripción y la consecuente cesación de procedimiento, de acuerdo con el precepto 331, numeral 1º del Código de Procedimiento Penal por el que se rigió el asunto […]”. 
Igualmente, en los radicados 18368 de 2004, 22588 de 2014, 42172 de 2013 y 41180 de 2014, se hace referencia a la prescripción desde la perspectiva de la casación, así: “[…] desde la perspectiva de la casación, puede producirse: a) antes de la sentencia de segunda instancia; b) como consecuencia de alguna decisión adoptada en ella con repercusión en la punibilidad; o, c) con posterioridad a la misma, vale decir, entre el día de su proferimiento y el de su ejecutoria. Si en las dos primeras hipótesis se dicta el fallo, su ilegalidad es demandable a través del recurso de casación, porque el mismo no se podía dictar en consideración a la pérdida de la potestad punitiva del Estado originada en el transcurso del tiempo. Frente a la tercera hipótesis la solución es diferente. En tal evento la acción penal estaba vigente al momento de producirse el fallo y su legalidad en esa medida resulta indiscutible a través de la casación, porque la misma se encuentra instituida para juzgar la corrección de la sentencia y eso no incluye eventualidades posteriores, como la prescripción de la acción penal dentro del término de ejecutoria. Cuando así sucede, es deber del funcionario judicial de segunda instancia o de la Corte si el fenómeno se produce en el trámite del recurso de casación, declarar extinguida la acción en el momento en el cual se cumpla el término prescriptivo, de oficio o a petición de parte. Pero si no se advierte la circunstancia y la sentencia alcanza la categoría de cosa juzgada, la única forma de remover sus efectos e invalidarla es acudiendo a la segunda de las causales que hacen procedente la acción de revisión”. -negrillas excluidas de los textos-
Al estar claro que lo que correspondía en este caso específico era la declaratoria de la extinción de la acción penal y no la absolución, en consecuencia, así se procederá por parte de esta Corporación, máxime que en ese sentido debió haber obrado el juez de primer nivel en tanto como lo ha referido la jurisprudencia -CSJ AP, 28 nov. 2012, Rad. 39581- con su actuación: “se contraría el principio de celeridad consagrado en el artículo 4 de la Ley 270 de 1996 -pronta y cumplida administración de justicia–, lo que de suyo genera congestión judicial, puesto que los superiores jerárquicos deben poner su empeño en resolver ese tipo de situaciones, en lugar de solucionar más rápidamente otros asuntos sometidos a su consideración […]”.
Finalmente, se ordena compulsar copias de la totalidad de la actuación con destino a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, para que se establezca quién o quiénes son responsables de la mora que dio lugar a la prescripción de la acción penal.

En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, 

4. RESUELVE:

PRIMERO: SE DECLARA LA EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL adelantada en contra del señor YEOV, por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, al presentarse el fenómeno de la prescripción de la acción penal.
SEGUNDO: SE DISPONE en consecuencia la preclusión con el consiguiente archivo definitivo de la referida actuación.

TERCERO: SE ORDENA que por la Secretaría de esta Corporación se compulsen las copias aludidas en la parte motiva de esta determinación, con destino a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura Risaralda, para los fines pertinentes.
CUARTO: Contra la presente decisión procede el recurso de reposición.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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